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Resumen 

Este documento analiza la lógica económica de los dictados legales que definen en México la 
postura de la Política de Competencia frente a los acuerdos y fusiones entre empresas 
relacionadas verticalmente, poniendo el énfasis en los aspectos más controversiales que pueden 
suscitarse al aplicar la legislación 
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Uno de los temas más debatidos de la Política de Defensa de la Competencia es el 
tratamiento que las autoridades correspondientes han de darle a las relaciones 

verlicale:s. Bajo el entendido de que el logro de una mayor competencia no se concibe 
como un fin en sí mismo, sino como un instrumento para fomentar la eficiencia de los 
mercados, la polémica obedece a que los acuerdos y fusiones entre empresas 
relacionadas verticalmente pueden tener, junto a las ganancias en eficiencia que los 
motiva, efectos nocivos para la competencia. 

En México, la ley hoy vigente sobre competencia económica contempla una 
serie de disposiciones, según las cuales el carácter ilegal (o legal) del acuerdo o fusión 
vertical tiene que fundamentarse en el análisis del entorno y condiciones particulares. 
Sólo de esta forma pueden evaluarse todos los efectos derivados de tal práctica. 

El objetivo de este documento es analizar la lógica económica subyacente en la 
legislación mexicana en materia de relaciones verticales, y discutir los alcances y 
limitaciones de los criterios de evaluación alú propuestos. 

Para tal efecto, en un primer apartado se discute una noción de integración 
vertical que permita establecer el grado de integración con base en el grado de control 
que una misma empresa tenga sobre las decisiones relevantes correspondientes a dos 
eslabones conectados verticalmente. En el segundo, se presenta el análisis de las 
disposiciones generales contempladas en la legislación en materia de competencia, 
enfatizando aquéllos dictados que hacen referencia a la integración vertical entendida 
en su sentido más amplio. Finalmente, el tercer apartado discute las principales 
conclusiones derivadas de tal análisis, destacando los puntos más controversiales en la 
aplicación de la legislación. 

J. Delimitación del fenómeno de estudio: 
hacia una definición de integración vertical 

Al hablar de integración vertical (1v) se hace referencia al hecho de que dos o más 
fases o eslabones tecnológicamente separables de una determinada cadena productiva 
se llevan a cabo al interior de la misma entidad. Si bien el término entidad puede estar 
haciendo referencia a la planta productiva misma, o bien a la entidad genéricamente 
denominada empresa, aquí interesa definir la integración en términos de que sea la 
misma empresa la que opere en esos dos eslabones. 

1 
El presente documento de trabajo se inscribe en un proyecto de investigación cuyo objetivo es el de 

detenninar el grado óptimo de integración vertical para el caso de un mercado interrnedio específico, y 
Jisculir las implicaciones que tal grado de integración tiene sobre la competencia en dicho mercado. 
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Esta primera aproximación al fenómeno de estudio parece no presentar 
mayores <lilicultades para identificar la existencia y el grado de rv: una empresa 
presentará un mayor grado de integración mientras mayor sea el número de fases 
productivas que se realicen al interior de la misma. Acorde a ello, podría hablarse de 
integración total si la misma empresa abarca lo<las las etapas involucradas en la 
elaboración y distribución del producto (i.e. desde la extracción de materias primas 
hasta la distribución del producto al consumidor final). 

Sin embargo, esta concepción de la rv no permite captar lo que en la literatura 
se conoce como la esencia <le la misma. Definiendo el término transacción como la 
transferencia, entre unidades tecnológicamente separables, del derecho de propiedad o 
uso de un determinado bien o servicio, la esencia de la IV consiste en la sustitución de 
la<; transacciones que se llevarían a cabo, o en el mercado spof o mediante arreglos 
contractuales, por intercambios dentro de los limites de la empresa. Capturando la 
esencia de la rv puede distinguirse una situación de integración parcial frente a una de 
integración total con base en los siguientes: 

Habría integración parcial cuando sólo una parte del producto generado en el 
eslabón superior se utilizase como insumo en el inferior, y/o sólo wta parte de ese 
insumo se obtuviese dentro de la misma empresa. Si la cantidad producida en el 
eslabón superior difiere de la que requiere el inferior, resulta que una parte del 
producto intennedio se destina a productores ajenos a la empresa y/o se adquiere de 
suministradores ajenos a ella. 

Con base en el mismo razonamiento, se estaría ante una situación de 
integración total siempre y cuando el producto resultante de un eslabón se utilice en su 
totalidad como insumo dentro de la empresa y, de manera análoga, se requiere también 
que el insumo utilizado se obtenga en su totalidad al interior de la empresa. Sólo de 
esta forma ni el eslabón superior ni el inferior han de recurrir en momento alguno al 
mercado intermedio,3 y puede entonces decirse que estos eslabones están totalmente 
integrados. 

Habiendo enfatizado que la IV significa la eliminación (total o parcial) de 
transacciones en el mercado intermedio, hay que señalar que la IV significa también la 
propiedad y el control sobre los eslabones conectados verticalmente. Algunos autores 
(Grossman y Hart, 1986) han definido el grado de IV con base en la propiedad y el 
control que se tenga sobre los activos fisicos. Otros (Cheung, 1983), ponen el énfasis 
en el capital humano y definen el grado de IV atendiendo a la estructura de las 
relaciones laborales. Perry (1989), enfatiza. que la 1v se presenta cuando la empresa 

2
Entendido como un mercado en el que coinciden momentáneamenle compradores y vendedores 

anónimos. 
3
Para dos eslabones situados uno arriba del otro en la cadena productiva, grosso modo definimos el 

mercado intermedio correspondiente como aquél en el que se llevan a cabo las trw1saccioncs -con o sin 
la intermediación de arreglos contractuales- del producto resultante del eslabón superior. 

2 
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tiene el control sobre todas las decisiones relativas a todos los activos e msumos 
involucrados en el proceso de distribución o de producción de que se trate. 

Al exigir que la IV se presenta sólo cuando la misma empresa tiene el control 
absoluto de todas las decisiones relevantes concernientes a los eslabones superior e 
inferior, se está dejando de lado la existencia de arreglos contractuales que indican un 
cierto grado de integración en el sentido de que las partes involucradas en el contmto, 
se autovinculan mediante compromisos que distan mucho del compromiso efimero 
inherente a la transacción en el mercado spot. 

En efecto, al examinar las relaciones que se establecen ya sea entre productores 
de wi bien intermedio y productores que utilizan ese inswno ( o bien entre fabricantes y 
distribuidores), se observa que dichas relaciones se rigen por arreglos contractuales de 
diversa complejidad y duración. 

Tales contratos eslipulan determinadas formas de control vertical 
(denominadas restricciones verticales -RV-), las cuales estipulan desde mecanismos 
de fijación de precio no lineal,4 hasta condiciones relativas al compromiso del 
comprador (vendedor) de no tener trato con otros fabricantes. Si bien una buena parte 
de la literatura sobre control vertical pone el énfa~is en la~ relaciones entre fabricantes 
que venden el producto final y los distribuidores de dicho producto (mayorista.~ o 
minoristas), cabe tener en mente que no todas las formas de control vertical típica~ de 
los contratos de distribución, son, en manera alguna, exclusivas de éstos.5 

La revisión de los diversos modelos de RV rebasa con mucho los límites del 
presente docwnento;6 no obstante, cabe aquí mencionar dos enfoques predominantes 
que abordan, desde un punto de vista teórico, el tema de las relaciones verticales.7 

4Son comunes las estipulaciones contractuales que fijan el precio al cual ha de realizarse la 
transacción con base en la cantidad comprada; por ejemplo, con la imposición de una tarifa de 
franquicia (TF) el precio fijado por el fabricante queda confonnado por Wl componente constante 
unitario (Pm) más una parte fija (TF), de forma que para una determinada cantidad de unidades 
compradas (q) el monto total a pagar por el comprador viene dado por P = TF+(Pmxq). Otra manera de 
fijar un precio no lineal, es estableciendo precios unitarios menores cuando la cantidad de wlidades 
compradas rebasa cierto límite. En el caso concreto de contratos de distribución, el precio no lineal 
también puede establecerse con base en el pago de regaifas, de forma que el monto total a pagar es un 
detenninado porcentaje de las ventas realizadas por el distribuidor. 

~Los contratos de distribución suelen imponer distintas restricciones relacionadas, entre otros, al 
número de distribuidores y a ciertas caracterfsticas cualitativas que ha de tener el distribuidor 
seleccionado; a la cantidad del bien en cuestión y/o de otros productos del mismo fabricante que ha de 
adquirir el distribuidor; al compromiso de éste de no tener trato con otros fabricantes y/o más que con 
determinado tipo de clientes; a la obligación de ambos de respetar la exclusividad territorial; o a las 
condiciones bajo las cuales ha de distribuirse el producto (las cuales pueden ir desde la imposición del 
precio de reventa, hasta exigencias concernientes al local comercial, pasando por el tipo y cuantía de 
publicidad y otros esfuerzos de promoción, o la especificación de los servicios post-venta para el 
consumidor). 

6Una revisión de la literatura sobre RV puede verse en Katz (1989). 
7Estos enfoques dejan de lado la explicación de la rv con base en el argumento tecnológico 

convencional. El argumento es relevante cuando se habla de integración de planta productiva, en tanto 

3 
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De un lado, están los modelos de corte neoclásico que, siguiendo la línea del 
trabajo pionero de Spengler (1950),8 analizan las RV como alternativa a la rv, en tanto 
permiten internalizar cxtcmalidades derivadas de situaciones de competencia 
imperfecta (por ejemplo, Mathewson y Wintcr, 1984). En estos modelos, los aspectos 
relevantes del intercambio (dimensiones del producto tales como precio, cantidad y 
calidad entre otros, así como condiciones de suministro) los decide sólo uno de los 
agentes; i.e. se supone la imposición unilateral del control vertical. 

Del otro lado, están los señalamientos provenientes de la Escuela de Costos de 
Transacción (ECT). Bajo este enfoque, lo importante es analizar, en ténninos 
comparativos, la estrategia que minimice los costos inherentes a la realización de la 
transacción.9 Cuando los activos involucrados en la producción y/o utilización del 
bien o servicio objeto de la transacción son altamente idiosincráticos, la ECT sostiene 
que la alternativa relevante al intercambio intra-empresa (IV) son los arreglos 
contractuales en los que los aspectos fundamentales del intercambio quedan 
detenninados vía la negociación entre las partes. 10 

En tanto lo que aquí interesa es destacar la importancia de la rv frente a la 
Política de Defensa de la Competencia (roe), ha de ad.potarse una definición de 1v lo 
suficientemente amplia corno para dar cabida a situaciones de integración parcial en un 
doble sentido: Primero, la definición ha de incluir a la integración que resulte de la 
fusión entre empresas relacionadas verticalmente, sin exigir la condición de sustitución 
total de transacciones en el mercado intennedio por intercambios intra-empresa. 11 

Segundo, ha de incluir también las situaciones de quasi-integración, 12entendidas como 
los diversos arreglos contractuales en los que se basa el intercambio, sin importar si las 
decisiones relevantes inherentes al contrato (tanto para estipular los ténninos en los 

sostiene que de la IV se derivan ganancias en eficiencia ya sea, entre otros, por la posibilidad de eliminar 
algunos pasos en el proceso productivo, o por la mayor utilización de capacidad ociosa resultante de las 
indivisibilidades en uno de los eslabones. 

8
El trabajo de Spengler se considera un modelo clásico que explica la rv con base en el incentivo de 

incrementar el beneficio conjunto de la estructura vertical: Partiendo de una situación en la que en los 
eslabones superior e inferior hay monopolio, la solución no integrada implica un problema de doble 
marginalización que conlleva a que la suma de los beneficios individuales sea inferior al beneficio 
conjunto, al tiempo que el precio final es superior al precio que ofrecerla la estructura integrada. 

~Ya en su trabajo seminal The Nature of the Firm, Coase pone de relieve la importancia de una 
perspectiva comparativa entre los costos de utilizar el mercado como mecanismo regulador de los 
recursos, frente a los costos de utilizar la figura del empresario coordinador. (Coase, 1937). 

1
°El carácter del análisis contractual postulado por la ECT ha sido resaltado por O. Williamson en 

varios de sus trabajos (véase Williamson 1971, 1975, 1985). 
11

Al hacer referencia a la integración que resulta de la fusión entre empresas relacionadas 
verticalmente, se está dej!IJldo de lado la integración por expansión interna de la empresa, misma que 
reviste nulo interés para la POC. Obviamente, tampoco son de interés de la política los casos de 
integración que resultan de la creación misma de la empresa. 

12
El término de cuasi-integración fue acuftado por Blois (1972), para hacer referencia a las relaciones 

financieras que se establecen entre empresas relacionadas verticalmente. Porter (1980) utiliza el término 
para ubicar situaciones intermedias entre la integración por fusión y los contratos de largo plazo. 

4 
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que ha de realizarse el intercambio, como para asegurar el cabal cumplimiento de los 
mismos) se toman unilateralmente o vía la negociación entre las partes. 

2.-Análisis de los dictados legales contemplados en la Ley Federal de 
Competencia Económica concernientes a la integración vertical 

El análisis que se presenta en este apartado pone el acento en la postura de la 
legislación mexicana en lo tocante a la IV tal y como quedó definida en el apartado 
anterior, aunque antes de entrar en materia se introducen algunos comentarios de 
carácter general sobre los objetivos que persigue la legislación. 

Un primer punto a comentar es en tomo a las razones esgrimidas para justificar 
la existencia de una política de competencia. A este respecto pueden encontrarse dos 
líneas de argumentación: por un lado, está el fundamento sociopolítico asociado a la 
idea de que la libertad económica se concibe como esencial para salvaguardar las 
libertades políticas e individuales, y, por otro, el fundamento económico que sostiene 
la existencia de una relación positiva entre competencia y eficiencia. Sin negar la 
importancia que reviste la primera línea de argumentación, 13 en el contexto del 
presente documento interesa profundizar más en la segunda. 

El argumento parte del reconocimiento de que existen importantes falla,;; de 
mercado, que hacen que la realidad se aleje de los supuestos en los que descansa el 
equilibrio perfectamente competitivo. Reconociendo que los mercados competitivos 
no surgen ni sobreviven de manera autónoma, hay consenso en que un aumento en el 
grado de competencia reduce las ineficiencias estáticas al reducir la brecha entre precio 
y coste marginal, al tiempo que incide positivamente sobre la eficiencia productiva de 
la empresa Por su parte, aunque la relación entre competencia y eficiencia dinámica es 
bastante más compleja y por lo mismo es aún discutible (Ordover, 1991), puede 
argumentarse la existencia de una relación positiva entre un mayor grado de 
competencia y mejoras en la eficiencia estática, productiva y dinámica {Vives, 1993). 
De ahí que hoy en día en distintos países la política de competencia se conciba, 
explícita o implícitamente, como un instrumento que pennite impulsar la eficiencia 
económica. 14 

13
En la mayoría de los países desWTollados se compwte la idea de que la competencia económica es 

un principio básico a adoptar por los Estados libres y soberanos; además a este respecto resultan muy 
ilustrativos los esfuerzos que por establecer una polltica de defensa de la competencia vienen 
realizándose desde hace algunos afios en varios países de la Europa del Este. 

14 
Esta afinnación, sin embargo, no pennite olvidar que las metas específicas planteadas por la POC y 

los medios para alcanzarlas han variado en los distintos países a lo largo del tiempo reflejando con ello 
tanto los cambios en las condiciones económicas particulares como la influencia que distintas corrientes 
del pensamiento económico ha ejercido en el quehacer de la PDC. (véase Jacquemin, 1990). 

5 
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En el caso mexicano, la Ley Federal de Competencia Económica (t.FCEY5 entra 
en sustitución de la vieja y ya obsoleta Ley Orgánica Reglamentaria del Artículo 28 
Constitucional en materia <le Monopolios de 1934, 16 y se enmarca en un contexto 
caracterizado por cambios radicales en la política económica en materia de apertura a 
la competencia externa y a la inversión extranjera, así como en materia de 
desregulación en los mercados financieros, de bienes y de servicios (véase Castañeda 
et. al., l 993). 

Entendiendo que el desarrollo económico del país descansará cada vez más en 
los mercados, la legislación busca promover la eficiencia económica y el proceso 
competitivo, estableciéndose de manera explícita que: 

... est.a ley tiene por objeto proteger el proceso de competencia y 
libre concurrencia, mediante la prevención y eliminación de 
monopolios, prácticas monopólicas y demás restricciones al 
funcionamienlo eficiente de los mercados de bienes y servicios. 
(LFCE, cap. 1, art. 2°) 

Una segunda cuestión que merece un comentario de carácter general es que, al 
igual que las disposiciones legales de otros países disefiadas con el objeto de proteger o 
garantizar la competencia, la LFCE no define la noción de competencia a defender. No 
obstante, a la hora de interpretar y hacer cwnplir la ley, y acorde con los dictados del 
análisis económico, el concepto de competencia que prevalece es el de competencia 
efectiva o practicable (workable competition). 

Este concepto, acuñado por J. Clark (1940) y discutido ampliamente por 
Sosnick (1958), si bien no puede definirse con precisión, apunta hacia la consideración 
de tres elementos básicos: comportamiento de la empresa; desempeño económico del 
mercado de que se trate; y, estructura misma del mercado. En conjunto, estos 
elementos han de garantizar a consumidores y usuarios en general una libertad real de 
elección, y han de promover la rivalidad entre productores que en igualdad de 
circunstancias se ven sometidos a la presión competitiva. 

Para que haya competencia efectiva, (Areeda, 1981; Scherer y Ross, 1990) 
atendiendo al criterio de estructura prevalece la idea de que el número de empresas ha 
de ser lo suficientemente grande como para disminuir la interdependencia entre 
competidores y dificultar la realización de acuerdos colusivos. No obstante, habría que 
definir el número de competidores tal que la competencia no sea excesiva en el sentido 
definido por Tirole (1988). Por otro lado, prevalece también la idea de que los 
resultados competitivos son más probables en ausencia de barreras a la entrada a 

15
Pl1blicada en el Diario Oficial de la Federación del 24 de diciembre de 1992. La ley entró en vigor 

el 22 de junio de 1993. 
16

0tras leyes que quedaron abrogad.as con la LFC son la Ley sobre Atribuciones del Ejecutivo Federal 
en Materia Económica de 1950; la Ley de Industrias y transfonnaciones de 1941; y la Ley de 
Asociaciones de Productores para la Distribución y Venta de sus Productos de l 937. 

6 



Marvó.n/La illteRración vertical der,de el puntr, de vista de la Política de De.fensa de la Competencia: 

nuevos competidores. El criterio de desempeflo exigiría, entre otros, la ausencia de 
beneficios extraordinarios, así como de rezagos considerables en la adopción de 
nuevas tecnologías reductoras de costos. Adicionalmente, el criterio exige que el 
tamaño de las empresas oscile dentro de un rango razonable en tomo al tamaño 
óptimo. Finalmente, el criterio de comportamiento exige la no existencia de prácticas 
predatorias o de exclusión, ni de conductas colusivas. 

La determinación de si hay o no competencia efectiva no pasa por la aplicación 
de criterios rigurosos, y menos aún meramente cuantitativos; se trata ma,;; bien de tener 
un marco de relefencia general con base en el cual la legislación en materia de 
competencia en diversos países se aboca, grosso modo, a los siguientes aspectos: i) la 
prevención de acuerdos entre empresas que tengan por efecto la restricción de la 
competencia; ii) evitar los intentos de abuso de posición de dominio y/o de impedir la 
entrada de nuevos competidores; iii) asegurar que en los mercados oligopólicos se 
mantenga una competencia efectiva; y iv) ejercer determinado control sobre las 
fusiones entre empresas en tanto ello puede aumentar la concentración del mercado y 
disminuir las presiones competitivas. (R. Whish, 1985; Castell Borrás, 1986). 

En cuanto al concepto de eficiencia, cabe comentar que Cste tampoco tiene 
una definición precisa en la legislación. Sin embargo, cabe entender a la eficiencia 
en su sentido más amplio en tanto que al otorgar una protección efectiva al proceso 
competitivo, se tiene entre los resultados disminuciones de costos, mejores y nuevos 
productos, mayores servicios y menores precios. 17 

Por lo demás, esta noción de eficiencia es la que se perfila mediante el 
análisis de las prácticas que la ley considera restrictivas de la competencia así como 
de los criterios con que ha de guiarse el proceso que determina la legalidad (o 
ilegalidad) de determinadas prácticas_ 1~ 

En efecto, las disposiciones sustantivas de la LFCE inician con una 
prohibición general de los monopolios y estancos y otras prácticas que: " ... 
disminuyan, da:iien o impidan la competencia y la libre concurrencia en la producción, 
procesamiento, distribución y comercialización de bienes y servicios" (LFCE; capítulo 
II, artículo 8), y a continuación aparecen las disposiciones reglamentarias que 
establecen una nítida diferencia entre lac; conductas monopólicas que puedan 
producirse entre agentes competidores entre sí (prácticas horimntales denominadas por 
la legislación como prácticas monopólicas absolutas) de las que puedan llevarse a cabo 

17
Véase la exposición de motivos presentado por el Ejecutivo Federal ante el Congreso de la Unión. 

18
Téngase desde ahora en mente que en cuWito a los mecanismos y organismos encargados para su 

implcmL°Titación, la iniciativa de ley enviada al Congreso de la Unión para su aprobación en diciembre 
de 1992, propuso la creación de la Comisión Federal de Competencia (CFC) con carácter de organismo 
autónomo que, adscrito a la Secretaria de Comercio y Fomento Industrial, tiene a su cargo la prevención, 
investigación y sanción de prácticas monopólicas, y ejerce sus funciones de manera totalmente 
independiente. La cslmctura y las atribuciones de la CFC se estipulan en el capinlio IV de la Ley Federal 
de Competencia Económica, y véase también el "Reglamento Interior de la Comisión Federal de 
Competencia" publicado en el Diario Oficial del 12 de octubre de 1993. 

7 
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entre agente.s relacionados verticalmente, (por ejemplo entre productores y 
distribuidores o clientes y proveedores y que son denominadas por la legislación 
prácticas monopólicas relativas). 

Esta distinción aparece como relevante en tanto que, a diferencia de algunas 
otras legislaciones sobre competencia, la ley mexicana contempla desde su diseño 1a 
posibilidad de que determinados acuerdos restrictivos de la competencia se 
produzcan no con el objetivo de monopolizar, sino con el de ganar eficiencia. 

Por restricciones horizontales o prácticas monopólicas absolutas se entienden 
los contratos, convenios, arreglos o combinaciones entre agentes económicos 
competidores entre sí 

... cuyo objeto o efecto sea el de fijar el precio de venta o compra 
de bienes y servicios al que son ofrecidos o demandados en los 
mercados; o restringir la producción y/o distribución de bienes y la 
prestación de servicios; o dividir el mercado mediante clientela, 
proveedores, tiempos o espacios; o bien la fijación de posturas en 
las subastas públicas. (I.rcr.; cap. 11, art. 9). 

Estableciendo previamente (art. 4°) que para efectos de la ley no constituyen 
monopolios las funciones que el Estado ejerza de manera exclusiva en las áreas 
estratégicas a que hace referencia la Constitución, 19 la LFCE prohibe, sin excepción y 
bajo ninguna circunstancia, toda práctica monopólica denominada absoluta. Dicho 
<le otra forma, aplicando el criterio de los Tribunales de Justicia de los EEUU 
encargados de vigilar el cumplimiento de las leyes antitrust, estas prácticas se 
consideran como violaciones "per se "20 de la ley. Como tales, no admiten siquiera 
la revisión del mercado o sector de que se trate, por considerar que estos acuerdos no 
conllevan ningún tipo de ganancia en eficiencia y que por tanto su único objeto es el 
de monopolizar el mercado. 

En cuanto a las denominadas prácticas monopólicas relativas, éstas también 
quedan prohibidas por la LFCE, pero, a diferencia de las prácticas realizadas a nivel 
horizontal, para que una práctica vertical sea considerada violatoria de la ley se 
deberá comprobar que: "El presunto responsable tenga poder sustancial sobre el 

19
Las áreas estratégicas a que se hace referencia son la acuñación de moneda; emisión de billetes por 

un solo banco; correos, telégrafos, radiotelegrafia y comunicación via satélite; ferrocaniles; petróleo, 
demás hidrocarburos y petroqulmica básica; minerales radioactivos, generación de energía nuclear y 
electricidad; y las actividades que expresamente señalen las leyes que expide el Congreso de la Unión 
(párrafo 4º del articulo 28 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos). 

20
La regla de la razón y la regla per se son los métodos de análisis alternativos utilizados por las 

autoridades en materia antitrust en EUA. Grosso modo, la regla per se se aplica a aquellas prácticas 
cuya sola existencia se considera violatoria de la legislación, mi.entras que la regla de la razón establece 
que la ilegalidad ( o legalidad) de la práctica no puede determinarse sino hasta después de un proceso que 
pasa por un exhaustivo análisis que demuestre la prese11cia de efectos anticompetitivos. 

8 
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mercado relevante, y que J las prácticas I se realicen respeclo de bienes o servicios que 
correspondan al mercado relevante de que se trate". (LFCE, cap. II, art. 11 ). 

De esta fonna, las prácticas monopólicas relativas -que corresponden a las 
fonnas de cuasi integración definidas en el primer apartado de este documento- son 
contempladas por la legislación mexicana como prácticas que han de analizarse bajo 
una óptica equivalente a la denominada regla de la razón. 

Con base en ello, la LFCE contempla un proceso de evaluación de las 
prácticas verticales, el cual atraviesa por di versas etapas: ante la recepción de una 
denuncia, se examina si la práctica ocurre en el mercado relevante, y, de ser éste el 
caso se determina si el presunto responsable tiene poder sustancial en dicho 
mercado. Si se cumple esta segunda condición, la CFC procederá entonces a analizar 
los efectos anticompetitivos y de pro-eficiencia derivados de la práctica, y el acuerdo 
será sancionado si los primeros efectos exceden a los segundos.21 

A manera de ejemplo, la ley explícita seis conductas que se consideran 
prácticas monopólicas relativas y concluye con una disposición de carácter más 
general para dar cabida a cualquier práctica que se considere restringe la 
competencia en uno o ambos eslabones de la cadena vertical. De esta forma, sujeto 
a que se comprueben los supuestos ya mencionados en relación a la posición de 
dominio en el mercado relevante, quedan prohibidos: 

.. actos, contratos, convenios o combinaciones cuyo objeto o efecto 
sea o pueda ser desplazar indebidamente a otros agentes del 
mercado, impedirles substancialmente su acceso o establecer 
ventajas exclusivas en favor de una o varias personas en los 
siguientes casos: l. Entre agentes económicos que no sean 
competidores entres sí, la fijación, imposición o establecimiento 
de la distribución exclusiva de bienes o servicios, por razón de 
sujeto, situación geográfica o por períodos de tiempo 
determinados, incluidas la división, distribución o asignación de 
clientes o proveedores; así como la imposición de la obligación de 
no fabricar o distribuir bienes o prestar servicios por un tiempo 
determinado o determinable; 11. La imposición del precio o demás 
condiciones que un distribuidor o proveedor debe observar al 

21 Considérese a titulo ilustrativo los contratos de distribución exclusiva que generalmente obedecen a 
criterios de eficiencia y tienen como finalidad homogeneizar o asegurar cierta estabilidad en la venta, 
adquisición, calidad y/o precio de bienes o seivicios; esta misma práctica puede ser considerada 
monopólica si, a través de dicho contrato, una empresa con poder sustancial cierra prácticamente el 
acceso a canales de distribución o de producción a otros competidores, o expulsa a éstos del mercado. 
De igual forma, en cuanto a la imposición de determinadas condiciones que un distribuidor debe cumplir 
al distribuir bienes o prestar servicios, bien puede argumentarse que estas práctica.., se fundamentan en 
razones legítimas y promotoras de la eficiencia (como garantizar una imagen, una calidad o un nivel de 
servicios determinados), aunque por otro lado un proveedor con poder monopólico puede imponer un 
precio minimo de reventa para eliminar competencia entre proveedores y discriminar entre scb'lllcntos de 
mercado. 
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expender o distribuir bienes o prestar servicios; III. La venta o 
transacción condicionada a comprar, adquirir, vender o 
proporcionar otro bien o servicio adicional, nonnalmente distinto o 
disntinguible, o sobre bases de reciprocidad; IV. La venta o 
transacción sujeta a la condición no usar o adquirir, vender o 
proporcionar los bienes o servicios producidos, procesados, 
distribuidos o comercializados por un tercero; V. La acción 
unilateral consistente en rehusarse a vender o proporcionar a 
personas detenninadas bienes o serv1c1os disponibles y 
nonnalmente ofrecidos a terceros; VI. La concentración entre 
varios agentes económicos o la invitación a éstos para ejercer 
presión contra algún cliente o proveedor, con el propósito de 
disuadirlo de una determinada conducta, aplicar represalias u 
obligarlo a actuar en un sentido detenninado; VII. En general, 
todo acto que indebidamente dañe o impida el proceso de 
competencia y libre concurrencia en la producción, procesamiento, 
distribución y comercialización de bienes o servicios (LFCE, cap. 
II, arl. 10) 

Atendiendo al tipo de efecto que las RV tienen sobre la competencia, éstas 
suelen ser clasificadas por la literatura en dos grupos (Gellhom, 1986; Comanor, 
1991): en uno estarían aquéllas que resultan en la exclusión o impedimento de 
acceso al mercado de otros competidores (tales como el trato exclusivo, las ventas 
atadas y la denegación de trato); y en otras aquéllas que limitan la competencia 
competencia intra-marca y promueven, en general, un mayor margen de distribución 
( siendo las más comunes la di visión vertical de mercados y el mantenimiento de 
precio de reventa). 

Como quedó señalado en la introducción de este documento, hay una 
polémica en tomo a los efectos que sobre la competencia y la eficiencia pueden tener 
estas prácticas. Por ejemplo, algunos autores puntualizan que al poner el énfasis en 
los efectos nocivos que las RV tienen sobre la competencia intra-marca, se han 
ignorado los efectos anticompetitivos que de ahí pudieran derivarse en el nivel 
superior de la cadena vertical.22 Por contra, para otros autores tales restricciones no 
pueden tener sino efectos benéficos sobre el bienestar. Citando a R. Bork 
considerado por muchos uno de los máximos defensores de la legalidad per se de las 
-RV-; 

22 A este respecto están los seftalamientos hechos por Rey y Stiglitz (1988). Su trabajo enfatiza la 
interacción que se da entre el disefio del contrato y la situación de competencia en el nivel superior. T.a 
conclusión más relevante es que cuando diversos productores compiten de manera imperfecta en el nivel 
superior, la RV impuesta en el nivel inferior (en este caso concreto, la división vertical de mercados) 
puede ser un instrumento que disminuya la competencia en el nivel superior. 

JO 
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Se ha visto que [las restricciones verticales que limitan la 
competencia intra-marca] son benéficas para el consumidor y 
debieran por tanto ser absolutamente legales. La teoría 
económica básica nos dice que el fabricante que impone tales 
restricciones no puede tener la intención de restringir el producto 
[sino] la de crear eficiencia. La eficiencia más común a que 

induce el fabricante, es la de generar ventas, servicios y 
esfuerzos adicionales que redundan en beneficio del consumidor. 
(Bo,k, 1978, p.297). 

Por otro lado, entre los diversos modelos teóricos que analizan los efectos de 
estas RV desde una perspectiva del bienestar (entendido como el excedente del 
consumidor más excedente del productor), se tienen resultados en direcciones 
opuestas. Por ejemplo, el trabajo de Mathewson y Winter (1984),2

~ concluye que la 
imposición de una tarifa de franquicia incrementa la eficiencia y sustituye a la 
estrategia de 1v cuando se presenta la extemalidad vertical señalada por Spengler. 
Asimismo, la división vertical de mercados resulta ser eficiente en tanto intemaliza 
la extemalidad derivada del problema del polizón presente en el eslabón inferior. 

Por contra, en otros trabajos (Rey y Tirole, 1986), la conclusión es que, bajo 
determinados supuestos sobre las características de la información y la certidumbre, 
las RV pueden ser deseables desde el punto de vista privado, pero no desde el punto 
de vista social.24 

En cuanto a la IV por fusiones, ésta queda contemplada por la legislación en 
el capítulo relativo a concentraciones, y recibe un tratamiento análogo al de las 
prácticas de cuasi-integración en tanto su viabilidad legal se determina con base en 
la regla de la razón. 

El documento elaborado como material de apoyo para la iniciativa de la 
LFCE

25 establece que la ley propone distinguir los efectos derivados de las fusiones 

23Estos autores parten de un modelo de competencia espacial en el que la cadena vertical está 
conformada por un monopolio en el nivel superior, y por n distribuidores en el inferior. Bajo los 
supuestos de información simétrica y entorno determinfstico, el modelo busca identificar el conjunto 
mínimo de restricciones que se requieren para que el contrato sea eficiente, en el sentido de que permita 
el beneficio que se obtendría si el monopolista controlara todas las decisiones tomadas por la estructura 
vertical. 

24Este modelo relaja los supuestos de certidumbre e información simétrica, y se desarrolla en tomo a la 
idea de que el disei\o del contrato responde no sólo a la necesidad de crear incentivos para que el contrato 
sea eficiente, sino también a la necesidad de crear un seguro para los agentes que son adversos al riesgo. 
Bajo este enfoque analítico que enfatiza los problemas de delegación y seguro, el modelo concluye que 
las RV utilizadas como seguro contra el riesgo (en este caso, la división vertical de mercados), tienen 
efectos adversos sobre el consumidor, y por tanto resultan ser indeseables desde el punto de vista del 
planificador social. 

25Véasc Castañeda et.al. (1993) 
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horizontales de los que se deriven de las fusiones verticales, en tanto son las 
primeras las que preocupan a la ley de competencia. 

Sin establecerse en manera alguna una prohibición per se a las fusiones 
horizontales, el documento prevé la necesidad de evaluar si a consecuencia de éstas 
se reducirá la probabilidad de acceso al mercado o si aumentará la posibilidad de 
acciones coordinadas o monopólicas unilaterales en ese mercado. Por su parte, en el 
mismo documento quedan previstos los efectos de eficiencia derivados de las 
fusiones verticales: 

... en el caso de encadenamiento de enlaces de un proceso 
productivo es altamente probable que se consigan ganancias de 
eficiencia derivada'> de ahorros de costos fijos de organización 
corporativa., en acercamiento de las plantas con los consecuentes 
ahorros en transporte y comunicaciones, y en general en una 
mejor coordinación de actividades. (Castañeda et. al., 1993, 
p.245). 

De cualquier forma, la LFCE contempla la posibilidad de que la IV por fusión 
tenga también sus efectos anticompetitivos y establece que: 

Para los efectos de esta ley, se entiende por concentración la 
fusión, adquisición del control o cualquier acto por virtud del 
cual se concentren sociedades, asociaciones, acciones, partes 
sociales, fideicomisos o activos en general, que se realice entre 
competidores, proveedores, clientes o cualesquiera otros agentes 
económicos. La Comisión impugnará y sancionará aquellas 
concentraciones cuyo objeto o efecto sea disminuir, dañar o 
impedir la competencia y la libre concurrencia respecto de bienes 
o servicios iguales, similares, o substancialmente relacionados. 
(LFCE, cap. III, art. 16) 

A fin de determinar si una concentración atenta contra la competencia, la 
LFCE considera como indicios de ello que la concentración: 

l. Confiera o pueda conferir al fusionante, al adquiriente o agente 
económico resultante de la concentración, el poder de fijar 
precios unilateralmente, o restringir substancialmente el abasto o 
suministro en el mercado relevante sin que los competidores 
puedan, actual o potencialmente, contrarrestar dicho poder; 11. 
Tenga o pueda tener por objeto indebidamente desplazar a otros 
agentes económicos o impedirles el acceso al mercado relevante; 
y III. Tenga por objeto o efecto facilitar a los participantes el 
ejercicio de las prácticas monopólicas a que se refiere el capítulo 
segundo de esta ley (LFCE; cap. lil art. 17"). 

12 
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La aplicación de la regla de la razón en el caso de las concentraciones, pasa, 
al igual que en el caso de prácticas monopólicas relativas, por la determinación del 
mercado relevante y de la posición de dominio que en éste tengan los agentes 
involucrados en la fusión: 

Para determinar si la concentración debe ser impugnada o 
sancionada en los términos de esta ley, la Comisión deberá 
considerar los siguientes elementos: 
I: El mercado relevante; ll. La identificación de los agentes 
económicos que abastecen el mercado de que se trate, el 
análisis de su poder en el mercado relevante, y el grado de 
concentración en dicho mercado; y JU. los demás criterios e 

instrumentos analíticos que prescriba el reglamento de esta ley 
(LFCE; cap. III, art. 18°). 

Este mecanismo establecido por la LFCE para la evaluación de la integración 
por fusión, guarda, en algún sentido, paralelismo con la forma hoy en día de actuar 
en esta materia por parte de las autoridades antitrust en EU A, al tiempo que recoge 
los principales señalamientos hechos desde la teoría en tomo a los efectos 
anticornpetitivos de la fusión vertical: 

Tras poco más de una década en la que las autoridades fueron, en general, 
altamente permisivas hacia los procesos de fusión vertical en tanto predominaron las 
consideraciones de eficiencia al tiempo que prevaleció la idea de que los efectos de 
estas fusiones sobre la competencia eran a lo swno neutrales, la Merger Guidelines 
de 1982 estipula que serían prohibidas las fusiones no horizontales que eliminen a 
competidores potenciales; que faciliten la colusión; o que eleven las barreras a la 
entrada si uno de los mercados está altamente concentrado ( aunque admite la defensa 
de la IV con base en el argwnento de eficiencia). Por su parte, la Merger Guidelines 
de 1984 -que ya incorpora explícitamente el tipo de eficiencias que pueden 
alcanzarse mediante esta estrategia- advierte sobre algunos de sus efectos adversos a 
la competencia si hay un alto nivel de concentración en uno de los mercados. 

Si bien el actual debate no apunta hacia un radical regreso a la "teoría de 
clausura" (forec/osure theory) que desde los cincuenta y hasta los setenta fue 
predominante para juzgar la integración por fusión,26 en los últimos años ha cobrado 

26Esle enfoque establece la hipótesis de que la IV atenta contra la competencia en uno o en ambos 
niveles de la cadena vertical en tanto excluye al competidor del acceso a una parte sustancial del mercado 
(Allen, 1971; Salinger, 1988). En particular, la exclusión de competidores puede resultar de una de dos 
situaciones; Cuando la división de la empresa integrada verticalmente que opera en el nivel superior 
incrementa el precio del insumo que cobra a sus rivales que operan en el nivel inferior (pudiendo incluso 
rehusarse a suministrar el insumo), o cuando la división de la empresa integrada que opera en el nivel 
inferior deja de abastecerse con las empresas competidoras en el nivel superior. En ambos casos el dafto 
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fuerza la idea de que hay que estar alerta frente a los siguientes electos 
anticompetitivos que pueden derivarse de esta estrategia: i) que se extienda el poder 
<le mercado de uno a otro eslabón de la cadena; ii) los efectos colusivos a nivel 
horizontal en tanto se facilita el intercambio de información en cualquiera de los dos 
mercados; iii) los efectos de exclusión que resultan de incrementar los costos de los 
rivales (Riordan y Salop, 1995; Wilcox, 1995) 

Ha de quedar claro que, a diferencia de algunas legislaciones de otros países 
que a veces impiden una concentración aplicando un tanto mecánicamente el criterio 
de si como resultado de la fusión un determinado índice de concentración se 
incrementa más allá de un cierto porcentaje, en el caso de México el análisis de las 
concentraciones no puede descansar en una simple evaluación numérica del índice 
de concentración, ya que, aunado a la existencia de diversos acuerdos comerciales, la 
economía mexicana resulta ser relativamente pequeifa en la mayoría de los mercados 
mundiales (Levy, 1994). 

De lo hasta aquí expuesto se desprende que la ley establece una unificación 
de criterios para la evaluación de lo que aquí hemos estado considerando como rv: 
Tanto en el caso de las formas de cuasi-integración como en el caso de integración 
por fusión, lo que preocupa a la ley es el grado de posición de dominio sobre el 
mercado relevante que tengan o puedan tener los agentes involucrados en estas 
prácticas. 27 

Por mercado relevante, la LFCE entiende aquél en el que se verifica una 
determinada práctica, y para definirlo hay que considerar su dimensión no sólo en 
términos del producto de que se trate, sino también sus dimensiones geográfica y 
temporal. Con base en ello, los criterios considerados por la LFCE para la definición 
del mercado relevante pretenden i) identificar el grado de sustituibilidad del bien o 
servicio de que se trate (dimensión del producto); ii) delimitar las frontera,;; del 
mercado tratando con ello de determinar las posibilidades de abastecer cierto 
mercado desde otros ámbitos o regiones (dimensión geográfica}, entendiendo que 
dichas fronteras están impuestas por los altos costos de transporte y otros costos de 
distribución, así como por la existencia de barreras artificiales al comercio como 
serían aranceles y restricciones normativas que limiten el acceso a mercados 
alternativos; y iii) determinar hasta qué punto el tiempo requerido para abastecer el 
mercado desde otras regiones es oportuno como para que en efecto tenga lugar la 

que se produce a los competidores es el de elevar sus costos en relación a la situación anterior a la 
integración pudiendo llegar al extremo de causar su salida del mercado. 

27
Hay, sin embargo, una distinción importante que cabe mencionar: Los procesos de intcgraci(m por 

fusión sólo son impugnables en aquéllos casos en los que la operación exceda un determinado monto y 
es obligatorio por tanto la notilicación ante la CFC para su evaluación y aprobación previa a su 
realización (cap. IIJ, art. 20 de la LFCE). Por su parte, los procesos de cuasi-integración no requieren de 
notificación alguna, y son objeto de análisis por parte de la Cl-'C cuando media una denuncia en contra de 
tales acuerdos, demostrando el demandante que ha sufrido o puede sufrir un daño o perjuicio sustancial. 
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sustitución del bien o serv1c10 (dimensión temporal). Los criterios a con:si<lerar 
estipulados en la legislación son: 

1: Las posibilidades de sustituir el bien o servicio de que se trnte 
por otros, tanto de origen nacional como extranjero, considerando 
las posibilidades tecnológicas, en qué medida los consumidores 
cuentan con sustitutos, y el tiempo requerido para tal sustitución; 
11. Los costos de distribución del bien mismo; de sus insumos 
relcvanlcs; de sus complementos y de sustitutos desde otras 
regiones y del extranjero, teniendo en cuenta fletes, seguros, 
aranceles y restricciones no arancelarias, las restricciones 
impuestas por los agentes económicos o por sus asociaciones y el 
tiempo requerido para abastecer el mercado desde esas regiones; 
III: Los costos y las probabilidades que tienen los usuarios o 
consumidores para acudir a otros mercados; y IV: Las restricciones 
normativas de carácter federal, local o internacional que limiten el 
acceso de usuarios o consumidores a fuentes de abasto alternativas, 
o el acceso de los proveedores a clientes altemalivos." (LFCE, cap. 
11, art. 12) 

Si bien los criterios para definir los límites del mercado relevante pueden, desde 
un punto de vista teórico, quedar conceptualizados sin grandes dificultades, la 
experiencia en diversos países -que utilizan criterios similares a los estipulados por la 
legislación mexicana- muestra que, además de las dificultades para hacer operativos 
algunos de estos criterios, la definición resullante de mercado relevante no es siempre 
exitosa.2

H 

Una vez que se ha definido el mercado relevante, procede la detemrinación de si 
el agente económico involucrado en la integración tiene poder sustancial. Para ello, la 
LFCE propone la consideración de los siguientes criterios: 

l. Su participación en dicho mercado y si puede fijar precios 
unilateralmente o restringir el abasto en el mercado relevante sin 
que los competidores puedan, actual o potencialmente, 
contrarrestar dicho poder; 11: La existencia de barreras a la entrada 
y los elementos que previsiblemente puedan alterar tanto dichas 
barreras como la oferta de otros competidores; III: La existencia y 
poder de sus competidores; IV. Las posibilidades de acceso del 
agente económico y sus competidores a fuentes de insumos; V. Su 

28Por ejemplo, en la aplicación de los Artículos 85 y 86 del Tratado de Roma que constituyen el eje de 
la Política de Competencia de la Unión Europea, el caso de la Continental Can vs Comisión Europea 
constituye un típico ejemplo en el que hubo un fallo de la Comisión para la detenninación del mercado 
relevante. (véase, entre otros, Whish, 1985, pp. 212 y ss). 
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comportamiento reciente; y Vl. Los demás criterios que se 
establezcan en el reglamento de esta ley." (LFCE; cap. 11 art. 13). 

Destaca el hecho de que la determinación de poder de mercado no pasa sólo por 
la participación que una empresa tenga en el mercado; esto es, se reconoce que una 
fuerte participación no es sinónimo de poder de mercado. De ahí la importancia, por 
ejemplo, de las características y magnitudes de barreras a la entrada para establecer si 
una empresa que tenga una parte significativa del mercado puede o no elevar el precio 
por encima del costo marginal sin que ello atraiga a nuevos competidores. 

En síntesis, las disposiciones contempladas por la LFCE en materia de fusiones y 
acuerdos verticales parten del reconocimiento de que tales prácticas están motivadas 
por ganancias en eficiencia; aunque frente a ello se está alerta por los posibles efectos 
anticompetitivos. 

En tanto los resultados teóricos sobre los efectos de los acuerdos verticales son 
muy sensibles a cambios en los supuestos sobre las características de la información, la 
certidwnbre y las condiciones estructurales del mercado, la ley justifica el análisis de 
tales efectos una vez evidenciada la existencia de poder de mercado en el mercado 
relevante. Se sobreentiende que en ausencia de dicho poder, los efectos 
anticompctitivos son mínimos de suerte que no está en el ánimo de la legislación 
reprimir los acuerdos verticales que no atenten significativamente contra la 
competencia. 

3. Conclusiones. 

En este docwnento de trabajo se ha adoptado una definición de integración vertical lo 
suficientemente amplia como para dar cabida a todas aquéllas estrategia,:;; que indiquen 
un cierto grado de control, por parte de una misma empresa, sobre las decisiones 
relevantes correspondientes a dos eslabones conectados verticalmente en la cadena 
productiva. 

Los dictados legales que conforman la LFCE tratan en capítulos separados a 
las empresas independientes que realizan acuerdos verticales y a las empresas que 
deciden una integración vertical por fusión; pero ello no significa un tratamiento 
diferenciado atendiendo al grado de control que sobre los eslabones adyacentes 
confiera la estrategia de integración a una determinada empresa. 

Del análisis de la LPCE se desprende que ésta recoge los aportes que desde la 
teoría han contribuido al entendimiento de los posibles efectos de los acuerdos 
verticales. No obstante, ha de quedar claro que, en tanto los resultados teóricos no 
son robustos ante cambios en los supuestos sobre la estructura de mercado, o sobre 
las características de la información y de la certidwnbre, la política de competencia 
no puede basar sus recomendaciones en los resultados de tales modelos. Más aún, 
como señala Kühn ( 1994 ), la PDC no debe confiar en resultados que no sean robustos 
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ante cambios en aquéllos factores que no son observables para las autoridades 
encargadas de vigilar el cumplimiento de la legislación. 

Habida cuenta que las relaciones verticales pueden tener efectos pro o anti· 
competitivos, la legislación parece estar alerta frente a tres tipos de e!ectos nocivos 
de la competencia: el efecto de clausura, la transferencia de poder de mercado de 
uno a otro eslabón de la cadena productiva, y el efecto colusivo o de coordinación 
que pueda darse a nivel horizontal. 

Con el ánimo de impedir que tales efectos se produzcan, la legislación 
mexicana ha optado por un procedimiento de análisis similar al de la denominada 
regla de la razón, para cuya aplicación el concepto de mercado relevante resulta ser 
de vital importancia: En tanto los efectos de las diversas prácticas han de ser 
evaluados en el contexto de un determinado mercado (mercado relevante) delimitado 
con toda nitidez, para la política de competencia resulta crucial poder establecer un 
mercado relevante que no sea lo suficientemente estrecho corno para subestimar la 
competencia de productos sustitutos y/o para sobrestimar la participación de una 
empresa en el mercado, y que tampoco sea lo suficientemente amplio como para que 
las partes implicadas aleguen falta de coordinación eficaz y no pueda hablarse de 
conducta monopólica. 

Además de la dificultad para hacer operativos algunos de los criterios 
estipulados por la LFCE para la delimitación del mercado relevante, en el caso de 
mercados relacionados verticalmente, la PDC ha de considerar algunas cuestiones 
adicionales: Primero, en aquéllos casos en los que la evaluación haya de hacerse en 
un mercado en el que hay integración parcial, se presenta la cuestión de si la parte de 
producto intermedio que se transfiere a las subsidiarias de las compañías 
verticalmente integradas, debe o no formar parte del mercado relevante. Por otro 
lado, tratándose de definir el mercado para el caso de servicios intermedios, está la 
cuestión de si los servicios (por ejemplo, transporte de carga) que han sido 
integrados por un determinado fabricante, deben o no considerarse dentro del 
mercado relevante. 

Tenidas en cuenta estas consideraciones, y suponiendo que la definición de 
mercado relevante resulta ser exitosa en el sentido de que logra corresponder a uri 
universo que comprenda al mayor conjunto de bienes considerados sustitutos del 
bien afectado por la integración, pero lo suficientemente pequeño corno para que un 
cambio en los precios pueda ser coordinado de manera efectiva por parte de los 
oferentes, el gran reto consiste en poder establecer el grado de poder que los agentes 
involucrados tengan y puedan tener sobre el mercado relevante. 

Si bien se reconoce que una fuerte participación en el mercado no es 
sinónimo de poder de mercado, el punto es justamente cómo evaluar la posibilidad 
de ejercer una influencia significativa en el funcionamiento del mercado; dicho en 
otras palabras, cómo establecer si hay o no un vínculo entre posición dominante y 
poder de mercado. A este respecto, además de las consideraciones ya hechas 
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explícitas por la LFCE (por ejemplo, examen de la magnitud y naturaleza de las 
barreras a la entrada y del posicionamiento de los competidores-actuales), y de ulras 
que no están explicitadas (como serian, por ejemplo, la tasa de crecimiento del 
mercado y/o del progreso técnico que influencian las posibilidades de entrada), 
resulta que para poder hablar del ejercicio de poder de mercado hay que probar la 
existencia de conductas abusivas por parte <le quienes tienen posición de dominio, lo 
que conUeva a tener que modelar cuáles serían los resultados en términos de la 
conducta de los agentes relacionados verticalmente. 
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